PROYECTO DE DECLARACION

LA H. CAMARA DE DIPUTADOS

 DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

D E C L A R A

Su solidaridad y su apoyo al reclamo de los padres de 13 alumnos con discapacidades abusados por el chofer del transporte que diariamente los trasladaba hasta las Escuelas Especiales 501 y 503 del distrito de San Isidro quienes, tras haber obtenido una condena de 16 años de prisión para el aberrante criminal, deben soportar que la Justicia le permita a éste continuar deambulando en libertad y sin ningún tipo de restricciones hasta que el fallo quede firme.
F U N D A M E N T O S

El escandaloso caso en que el chofer de una camioneta que trasladaba chicos con capacidades diferentes a escuelas, colonias de vacaciones y centros laborales de la zona norte del conurbano bonaerense fue dejado en libertad, pese a haber recibido una condena de 16 años de prisión por abuso sexual y abuso con penetración (violación) contra 13 menores discapacitados, no puede menos que llamarnos a la indignación y a la reflexión.

Naturalmente, estas líneas no tratan de cuestionar ni de poner en duda la legalidad y el arreglo a derecho de la sentencia emitida por el Tribunal Oral Nº 2 del Departamento Judicial de San Isidro integrado por los jueces Marisa Moris, Luis Oscar Zapata y Ariel Intruzzi Truglia; sino que es un imperativo de la razón y de la ética de quienes trabajamos a diario pensando en cómo facilitar la integración y la equiparación de oportunidades para las personas con discapacidades, alzar nuestra voz ante medidas que, más allá de la legalidad que tengan, resultan claramente irrazonables y disolventes de los mejores y más valiosos mensajes que la sociedad debe transmitir.

En ese sentido, es necesario destacar que la sentencia cuestionada se convierte en una bofetada para los miles de argentinos que, desde diversos ámbitos, trabajan anónima y silenciosamente a favor de la sensibilización social de las especiales necesidades de las personas con discapacidades y a favor de la equiparación de oportunidades para las mismas. Tal es el caso de quienes suscribimos la presente iniciativa, integrantes de la Comisión de Capacidades Diferentes de esta Casa.

Se sabe de antemano, cuando se lee o se estudia una norma, y lo tenemos muy claro cada vez que intentamos redactar el texto de una propuesta legislativa, que siempre quedarán circusntancias y cuestiones que merecerán la más atinada y razonada valoración de los magistrados, y merecerán una ajustada interpretación de la fría letra de dicha norma para determinar los terminos precisos con que los Jueces redactarán las sentencias que, a su vez, se pretenden aleccionadores y persuasivas ante nuevas inconductas. Por ello, no podemos menos que alarmarnos por la falta de sentido común que exhibe la sentencia cuestionada por los padres, quienes no podrán entender jamás por qué se le permite a una persona que ha dejado de ser presuntamente inocente, a la que se le han encontrado 

Según la abogada querellante, que también representa a la Asociación de Víctimas de Violaciones (AVIVI), "lo más terrible era que el delincuente se había hecho amigo de los padres de los chicos. El chofer estuvo preso desde 2003 en que se inició la causa hasta 2006, cuando fue dejado libre por las demoras del proceso”.
Los chicos declararon en la Cámara Gesell, un espacio espejado donde ellos no pueden ver a quienes los observan. Allí, con señas y gestos, mostraron los abusos que habrían sufrido. Con estas pruebas, el fiscal Fabián Brain pidió una condena para que el hombre fuera 30 años a prisión, solicitud a la que adhirió la querellante. También pidieron su inmediata detención, pero los jueces rechazaron el pedido y sólo le aplicaron 16 años por, al menos, seis abusos.
De tal forma,  y aunque la decisión tomada por el tribunal de San Isidro sea absolutamente legal ya que una persona puede estar condenada y libre hasta que se agoten todas las instancias de apelación, el sentido común indica que estamos ante una decisión, al menos, carente de razonabilidad y sentido común. La Justicia no sólo lo halló culpable de un delito muy grave, sino que le dio nada menos que 16 años de cárcel. Y estamos hablando de un delito caracterizado por la alta tasa de repitencia por parte de los delincuentes, aún tras haber recibio condenas o haber purgado las mismas.
Por ello, solicito a los señores Diputados tengan a bien acompañar con su voto favorable la presente Declaración.
Condenan a un abusador de discapacitados, pero seguirá libre   

La Justicia condenó hoy a 16 años de prisión al chofer de un transporte escolar por abusar sexualmente de jóvenes discapacitados, aunque continuará en libertad hasta que el Tribunal de Casación confirme la sentencia. El veredicto generó el repudio inmediato de los padres de los jóvenes discapacitados, quienes se encontraban en la sala de audiencias donde los jueces del Tribunal Criminal 2 de San Isidro hicieron pública la sentencia que condenó a Mario Ochoa. 

Al grito de "lo queremos preso" y "justicia", los padres manifestaron su indignación mientras eran desalojados del lugar, donde hubo forcejeos con la policía mientras los abogados del condenado se retiraban por otra puerta. 

La causa se inició en 2002, cuando la madre de una joven discapacitada mental hizo la primera de las denuncias ante una docente de la escuela Número 503 del partido bonaerense de San Fernando. 

A esa primera denuncia se agregaron otras, con lo cual padres y docentes reconstruyeron la forma en que actuaba Ochoa con los jóvenes que transportaba en su camioneta. 

"No hay error, lo que dicen los chicos es una situación coincidente, reiterada y traumática", afirmó Sonia Ailan, una de las denunciantes. 

La abogada de cinco de esos jóvenes, Silvia Weksel, dijo: "No puedo creer lo que está pasando con la justicia en nuestro país, donde después de encontrar responsable de abuso sexual a alguien, se lo deja en la calle". 

Tras la audiencia de hoy, padres, docentes y amigos de las víctimas se instalaron en el hall del edificio de los Tribunales de San Isidro, en Ituzaingo 340, y realizaron un acto de repudio. 

Los manifestantes anunciaron que se quedarán en el lugar hasta obtener una respuesta satisfactoria al reclamo de justicia. 

Según relató a Télam una de las denunciantes, el grupo se comunicó con un juez de la Suprema Corte de Justicia bonaerense, quien les sugirió que agilizaran "una inmediata apelación ante el máximo tribunal". 

"Igualmente, nos vamos a quedar hasta tanto dispongan la prisión de este violador", dijo Weksel. 

Los padres pidieron, además, que se hagan presentes integrantes de organismos de Derechos Humanos y funcionarios "que consideren que esta es una causa justa". 

"Estamos indignados", dijo la madre de la primera joven que denunció Ochoa, quien aseguró que "los cinco años de búsqueda de justicia hoy se desvanecen y no entendemos por qué". 

Una docente de los niños abusados explicó que el trabajo de investigación que encaró el fiscal en esta causa, Fabián Brain, "fue impecable y no se corresponde con esta sentencia". 

Los 13 jóvenes discapacitados concurrían a las escuelas 501 y 503 de San Fernando y a un centro de Educación Física especial en San Isidro y realizaban otros paseos siempre con el transporte escolar de Ochoa. 

"Le teníamos mucha confianza porque él era padre de un chico con síndrome de Down", dijo otro padre. 

El tribunal, integrado por los jueces Marisa Moris, Luis Oscar Zapata y Ariel Intruzzi Truglia, dispuso por unanimidad este mediodía condenar al chofer a 16 años de prisión "por considerarlo plenamente responsable del delito de abuso sexual calificado y abuso sexual con acceso carnal" en reiterados hechos ocurridos entre 1999 y 2002. 

No obstante, por mayoría se decidió no hacer lugar al pedido de detención de Ochoa y el fallo estableció que deberá "presentarse cada 15 días ante el Patronato de Liberados y abstenerse de promover o participar en cualquier tipo de actividad que suponga de su parte cualquier tipo de vínculo y menos aún de relación jerárquica, con menores de edad o personas discapacitadas". 

Según las denuncias presentadas por los padres de las víctimas, Ochoa abusaba sexualmente de los jóvenes, que tienen hoy entre 16 y 28 años, dentro del micro o bien los llevaba a su casa, donde los obligaba a mantener relaciones sexuales y en algunas oportunidades tomaba fotografías. 

"Ochoa estuvo preso dos años, pero quedó en libertad porque no podía permanecer en prisión sin condena y ahora que la tiene también queda en libertad, es inaudito", dijo María Elena Leuzzi, titular de la Asociación de Ayuda a Víctimas de Violación, que patrocina a los denunciantes. 

El condenado trabajaba como chofer de una camioneta que llevaba y traía chicos con capacidades diferentes a escuelas, colonias de vacaciones y centros laborales de la zona norte del conurbano bonaerense. El hombre -que tiene un hijo con síndrome de Down- fue encontrado culpable de abuso sexual, abuso con penetración (violación) y absuelto de “corrupción de menores”.
El juicio estuvo a cargo de los jueces Clarisa Moris, Luis Oscar Zapata y Ariel Introzzi Truglia, del Tribunal Oral Nº 2 de San Isidro. Ochoa comenzó siendo acusado por los abusos de unos 13 chicos aunque fue condenado por al menos cinco casos.

Críticas de expertos

En torno al controvertido fallo, el ex juez sanisidrense Juan Makintach consideró que “hay una postura ideológica de la ley penal donde gana un exceso libertario, se creen que las penas privativas de libertad están demodé, entonces no se cumplen”.
“Sólo así se puede entender semejante aberración, quizás haya magistrados noveles, el problema es que una presunción de inocencia, cede cuando se encuentran elementos para una condena”, continuó. “Si está en libertad y en la gravedad de los casos se reitera la conducta delictiva, la expectativa de fuga está presente”, dijo, y agregó “el fallo que carece de sentido común”.
Mientras que el penalista y ex juez Eduardo Gerome señaló también que la decisión “no cierra con el sentido común”, manifestando que “durante muchísimos años las pautas objetivas del Derecho indicaban que el que estaba preso por un delito grave no podía ser excarcelado”
